
De madrugada, ayer, y a me-
nos de siete cuadras del hogar
del Presidente de la República,
en pleno Barrio Yungay. Ahí,
en la intersección de García Re-
yes con Santo Domingo, se re-
gistró un hecho que involucra
—preliminarmente— violen-
cia, droga y muerte. Un resi-
dente del sector, de nacionali-
dad peruana (37), salió de su
casa cerca de las cuatro de la
mañana. Habría ido a drogarse,
pero media hora después apa-
reció apuñalado y, a pesar de
que fue ingresado al Hospital
San Juan de Dios, falleció.

Horas antes, a las 23:30 del
jueves, se escucharon disparos
en un recinto deportivo, cerca de
las avenidas Departamental y
Club Hípico, tras un torneo de
futbolito. Nadie murió, pero tres
personas resultaron heridas. Era
un triple homicidio frustrado.

Ambas historias comenza-
ron a ser reconstruidas por los
funcionarios de Carabineros y
de la Policía de Investigaciones
(PDI) que realizaron las prime-
ras diligencias. Esos son algu-
nos de los primeros detalles
que reportaron.

Son crímenes de este año, pero
durante 2024 la realidad no fue
muy distinta. Datos del Boletín
Estadístico del Ministerio Públi-
co dan cuenta de un aumento de
los homicidios, en sus distintas
categorizaciones: consumados,
frustrados y en grado de tenta-
do. Todas las tipologías suma-
ron cerca de 3 mil 600 el año pa-
sado —la fiscalía no desglosa la
cifra—, lo que significa un 11,3%
más al comparárselos con los re-
gistrados durante 2023 (ver in-
fografía). 

Es el tercer año consecutivo de
este delito al alza, aunque la ge-
renta de Estudios de la Fiscalía
Nacional, Ana María Morales,
explica, que estas subcategorías
—de frustrados y tentados—
significan que “no habiendo me-
diado una muerte, un caso está
siendo investigado bajo el rótulo
de homicidio”. 

La “consolidación” del
crimen organizado

Sin perjuicio de eso, la acadé-
mica de la Universidad San Se-
bastián (USS), Pía Greene, sos-
tiene que “tenemos que saber
que cuando hay tentativa de
homicidio u homicidio frustra-
do, eso también es un síntoma
de violencia y de un delito que
perfectamente se podría haber
cometido y hay que considerar-
lo también”.

Para Francisco Alcorta, inves-
tigador de Libertad y Desarrollo,
“en los últimos años hemos visto
un cambio cualitativo en las di-
námicas delictivas, con un incre-
mento en la utilización de armas
de fuego. Además, en el país se
ha consolidado el crimen organi-
zado, con la llegada de organiza-
ciones transnacionales y nuevas
formas de delinquir, lo que ha
transformado el panorama”. 

Así, Alcorta cree que “en este
contexto y ante el fracaso de las
políticas públicas en materia de
seguridad, como la primera
versión del “Plan Calles sin
violencia”, los datos entrega-
dos por la fiscalía vienen a con-
firmar la crisis de seguridad
que enfrentamos”.

Balaceras, fiestas
y niños fallecidos

Algunos de los homicidios
que impactaron el año pasado,
ya fuera por la cantidad de fa-
llecidos o porque las víctimas
eran menores de edad, se re-
gistraron en Lampa, en julio
de 2024, cuando murieron
cinco personas en medio de un
tiroteo durante una fiesta en
una parcela. También se regis-
tró el asesinato de cuatro niños
y adolescentes en Quilicura un

mes más tarde. Estaban en una
plaza y desconocidos dentro
de un automóvil pasaron dis-
parando.

En la Región Metropolitana,
donde el propio Gobierno ha re-
conocido que el Plan Calles sin
violencia no ha dado los resulta-
dos esperados, las cifras dan
cuenta de que el sector sur y po-
niente de Santiago sigue con
una situación de seguridad
compleja, por ejemplo.

Respecto de una eventual
movilidad de los delitos de ho-

micidios, Alcorta plantea que
“estos datos nos muestran co-
mo este delito se ha concentra-
do territorialmente en la Región
Metropolitana y, en particular,
en la zona sur. Más que una mo-
vilidad del delito, tendríamos
que evaluar las características
de estos, a qué responden, si es-
tán enmarcados en cuestiones
asociadas al crimen organizado
o conflictos entre bandas”.

Por su parte, Greene recuer-
da que “todas las fiscalías tie-
nen distintas formas de llevar a

cabo las investigaciones, y eso
podría analizarse de por qué al-
gunas fiscalías tuvieron meno-
res resultados que otras, pero
también hay que considerar
que llevamos todo el 2024 con
el Equipo de Crimen Organiza-
do y Homicidios (ECOH), diri-
gido por el fiscal Héctor Barros,
que actúa en toda la Región Me-
tropolitana”. Además, recalca
que hay que considerar que
“hay homicidios que ocurren
en un lugar, pero trasladan los
cuerpos a otro y se considera
para el ingreso el lugar donde
se encontró el cuerpo”.

Respecto del tipo de término,
en 2023 se dieron por finaliza-
das 4.178 causas por este delito
en todas sus variantes, de las
cuales 589 correspondieron a ar-
chivo provisional y 1.578 a sen-
tencias condenatorias. El año pa-
sado se registraron 4.567 térmi-
nos, con 1.696 condenas y 539
archivos provisionales.

Para Francisca Werth, exdi-
rectora ejecutiva nacional del
Ministerio Público, “que haya
casi 550 archivos
provisionales, nun-
ca es un buen resul-
tado. Eso quiere de-
cir que hubo causa,
un hallazgo de ca-
dáver, que se pudo
c a l i f i c a r q u e s u
muerte fue violenta
y no logramos jun-
tar antecedentes ni
siquiera para poder iniciar una
investigación o tener un imputa-
do. Entonces, en sí mismo, res-
pecto del caso concreto no es un
número favorable”.

Sin embargo, reflexiona que
“respecto de la masividad, siem-
pre va a haber delitos que no van
a poder ser aclarados, en los cua-
les tampoco se justifica una per-
secución penal y un gasto de re-
curso cuando ya los fiscales, con
toda la experiencia que tienen,
son capaces de ver que en el fon-
do si hacen una investigación, si
piden informe a las policías y se
ve que no hay antecedentes,
tampoco tiene mucho sentido
que mantengan abierto el caso

por muchos meses o por muchos
años. Además, el archivo provi-
sional siempre da la posibilidad
de desarchivar”.

En contraparte, sobre el nú-
mero de sentencias condenato-
rias, Aldo Vidal, general (r) de
Carabineros, sostiene que “si
se llegó a esas 1.696 en el 2024,
no necesariamente tienen una
relación directa con los hechos
delictuales de 2023 o 2024,
porque las sentencias conde-
natorias muchas veces respon-
den a hechos ocurridos mu-
chos años antes a que se llegue
a esta sentencia”.

Fiscalía destaca datos
macro de boletín

Por su parte, Ana María Mo-
rales, destaca los números ma-
cro del boletín estadístico que
consideran todos los ilícitos in-
gresados —como robos, delitos
económicos, funcionarios, de
tránsito, entre otros— y valora
que: “Tenemos peaks históricos
en sentencias condenatorias,

particularmente,
en lo que dice rela-
ción con el proce-
dimiento ordina-
rio, es decir, los jui-
cios orales, entre
otras cuestiones, y
también en materia
de procedimientos
abreviados. Eso se
t r a d u c e e n u n

12,6% más de condenas en pro-
cedimientos abreviados que el
2023, y en el caso del procedi-
miento abreviado, que además
hubo una reforma legal reciente
de este año, también aumenta-
mos un 9,3%”.

Para Morales, “eso se traduce
en una reducción equivalente
de las sentencias absolutorias,
que cayeron en un 5,9% respec-
to del 2023. Eso da cuenta de un
trabajo acucioso de nuestras fis-
calías regionales y de un ímpe-
tu y de un compromiso del fis-
cal nacional, en orden a mejorar
metas estratégicas de la fiscalía
como son las sentencias conde-
natorias”.

Cifras entregadas por el Ministerio Público, comparadas con datos de 2023:

Homicidios consumados y frustrados
registran tercer alza consecutiva y
suben un 11% durante el último año

EDUARDO CANDIA 

Se trata de 368 indagatorias —con y sin fallecidos— más que 
en los 12 meses anteriores. Entre expertos advierten que la
segunda categoría también debe observarse, dado que es un
indicador, un “síntoma de violencia”, un crimen “imperfecto”. 

QUÍNTUPLE .—Uno de los crímenes que más impactó a la ciudadanía el año pasado ocurrió en Lampa, dado que
murieron cinco personas en un solo día durante un tiroteo. 
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‘‘Cuando hay tentativa
de homicidio u homicidio
frustrado, eso también es un
síntoma de violencia y de un
delito que perfectamente se
podría haber cometido”.
...........................................................................

PÍA GREENE
ACADÉMICA USS

‘‘Los datos
entregados por la
fiscalía vienen a
confirmar la crisis
de seguridad que
enfrentamos”.
..................................................

FRANCISCO ALCORTA
INVESTIGADOR DE LIBERTAD Y
DESARROLLO

‘‘Siempre va a haber
delitos que no van a poder
ser aclarados, en los cuales
tampoco se justifica una
persecución penal y un gasto
de recursos”.
........................................................................

FRANCISCA WERTH
EXDIRECTORA EJECUTIVA NACIONAL DEL
MINISTERIO PÚBLICO

EQUIPO
Durante el año pasado,
un equipo especializado
del Ministerio Público

investigó los casos
asociados al crimen

organizado. 

Providencia, para convertirla en
un museo. Debido a su calidad
de secretaría de Estado, le estaba
prohibido celebrar contratos con
el fisco, que era, justamente, el
comprador en este caso. La ad-
quisición comprometía un mon-
to superior a los $900 millones. 

Tanto Ried como Palamara
trabajan en el borrador del nue-
vo texto, en el que, además, se
adelanta, se incluiría un elemen-
to especial. Se invocaría el artí-
culo 22 de la ley orgánica consti-
tucional del TC, con el ánimo de
poner en conocimiento de los
magistrados que podría afectar-
les una causal de implicancia
—o impedimento— para revisar

Un nuevo requerimiento para
presentar ante el Tribunal Cons-
titucional (TC) alistan los aboga-
dos John Reid y Raimundo Pala-
mara, luego que se desechara en
los últimos días la acción que ori-
ginalmente habían ingresado a la
magistratura, buscando que esta
declarara la inhabilidad de la mi-
nistra de Defensa Maya Fernán-
dez para continuar en el cargo.

La razón: su involucramiento
—como una de las herederas,
igual que la senadora Isabel
Allende (PS)— en la compra-
venta de la casa del expresidente
Salvador Allende, ubicada en

la nueva acción, dado que, cuan-
do rechazaron la admisibilidad
de la anterior, manifestaron dic-
tamen sobre el asunto que se so-
meterá nuevamente a su exa-
men, una vez que se reingrese el
requerimiento. 

Ello, atendido los fundamentos
de la sentencia. Por ejemplo, rese-
ña el fallo, que no contenía “el re-
querimiento la indicación precisa
de la causal de inhabilidad invo-
cada, no exponer claramente los
fundamentos de derecho en los
cuales se sustenta, ni efectuar una
petición precisa de lo requerido”.

n Mayoría vs. disidencia
La decisión la adoptaron cua-

tro jueces del TC —el voto de
mayoría—. Se trata de los minis-
tros Daniela Marzi (presidenta),
María Pía Silva, Raúl Mera y
Alejandra Precht. A juicio de los
abogados, para el rechazo de la
admisibilidad del requerimiento
original los magistrados habrían
ido al fondo del asunto, más que
a la verificación de que se cum-
pliera con las exigencias. 

La disidencia fue del ministro
Héctor Mery, quien se inclinó por
admitir a trámite la acción, por-
que, estimó, entre otras cosas, que
“tratándose de cuestiones que
aluden a incompatibilidades, pro-
hibiciones y responsabilidades de
un ministro de Estado, el órgano

jurisdiccional competente por
mandato constitucional para co-
nocer y resolver estas materias
debe considerar con particular ce-
lo, en sede de admisibilidad, tanto
el derecho a la acción y la tutela
jurisdiccional efectiva en sede
constitucional como la inexcusa-
bilidad. Estas últimas constitu-
yen, sin duda, categorías concep-
tuales aplicables a controversias
constitucionales de este género”.

n Diligencias en la investi-
gación penal

En paralelo a las acciones que
se discuten en el Tribunal Cons-
titucional, la compraventa del
inmueble de Providencia tam-

bién tiene una arista penal, que
investiga el Ministerio Público,
en la que tanto la ministra Fer-
nández como la senadora Allen-
de decidieron hacer uso de su
derecho a guardar silencio. Am-
bas estaban citadas por los in-
vestigadores en calidad de im-
putadas. 

La misma diligencia, aunque
en su caso sí declaró, cumplió la
exministra de Bienes Naciona-
les, Marcela Sandoval. Ella fue la
única autoridad de confianza del
Presidente Gabriel Boric a quien
se hizo responsable política-
mente de los errores en el proce-
so de compraventa. Se le pidió
su renuncia el 6 de enero. 

Pese a inadmisibilidad, se dejó puerta abierta a otro intento

Casa de Allende: Alistan
nuevo requerimiento ante
el TC para inhabilitar a
ministra Maya Fernández 

EDUARDO CANDIA 

Además, en la misma presentación se pondría en conocimiento
de los magistrados que pudiera haberse configurado una causa
de implicancia —o eventual impedimento— para conocer esta
acción, dado que ya se pronunciaron sobre la anterior. 

Tribunal .
Se espera que
la acción sea
ingresada a la
magistratura
constitucional
en los próximos
días. Se presen-
tará en el
marco de la
compraventa
de la casa del
ex presidente
Allende (en la
imagen). 
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